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Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira el día cinco (5) de Septiembre de 2005, mediante la cual se sancionó al señor Gerente de la Caja de Previsión Social -CAJANAL-, a su Sugerente de Prestaciones Económicas y al Asesor Jurídico de esa entidad, por incumplimiento de un fallo de tutela.
2.- ANTECEDENTES

2.1. El día veinticuatro (24) de junio de dos mil cinco (2005) el a quo tuteló los derechos al debido proceso, seguridad social, igualdad y vida en condiciones dignas del ciudadano JOSÉ EDILSON DÍAZ CALDERÓN y, como consecuencia de ello, le ordenó a CAJANAL que desde la fecha en que se notificara la decisión hasta cuando la Jurisdicción Contencioso Administrativa decidiera de manera definitiva el asunto, adoptara la decisión que correspondiera aplicando en su integridad el artículo 6 del Decreto 546 de 1971 de acuerdo con las consideraciones hechas en dicho fallo. Además, advirtió a las partes que la tutela continuaría vigente durante el tiempo que tomara la decisión judicial y previno al actor para que en caso de no haberlo hecho, instaurara la correspondiente acción.
2.2. Ante las constantes quejas del actor acerca del no cumplimiento, el Juez de tutela inició el trámite del incidente de desacato. Libró inicialmente una comunicación a la Subgerente de Prestaciones Económicas; ante el silencio guardado y la reiteración del accionante sobre el incumplimiento del fallo de conformidad con el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, requirió al Superior Jerárquico, es decir, al Gerente de CAJANAL para que hiciera cumplir el fallo de tutela e iniciara el trámite disciplinario a la Subgerente de Prestaciones Económicas y al Asesor Jurídico. 

2.3. Dado el absoluto silencio (que calificó de indiferencia) mostrado por la entidad, estimó que había mediado culpa de la entidad al no atender siquiera lo dispuesto en el fallo de tutela y que no había justificación alguna para que a la fecha de la decisión consultada no hubiera emitido el pronunciamiento que le correspondía. En consecuencia, encontró acreditados los requisitos para sancionar el desacato a una orden judicial e  impuso al Gerente General de CAJANAL, a la Subgerente de Prestaciones Económicas y al Asesor Jurídico, una sanción de tres (3) días de arresto y multa por un salario mínimo legal mensual vigente. 

2.4. Habiendo sido enviado el expediente para la consulta de la sanción, la Subgerente de Prestaciones Económicas de CAJANAL acude a esta Sala para justificar su falta con el argumento de inexistir malicia o dolo en la demora mostrada (recordó el enorme caudal de peticiones y tutelas que cada día tienen que despachar). Arguyó que ya dio cumplimiento al fallo por lo que se debe revocar la decisión consultada. 

3.-  CONSIDERACIONES 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato por el señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira.

Como primera medida, la Sala observa que para el proferimiento de la decisión se respetó cabalmente el procedimiento establecido. El funcionario de primera instancia requirió al directo responsable y ante su insistencia en el incumplimiento del fallo se dirigió a su superior.

La actitud adoptada fue excesivamente garantista y la acuciosidad no estuvo ajena, pues se ordenaron pruebas y se enviaron múltiples comunicaciones, incluidas algunas por la vía rápida del facsímil (fax). 

Lo anterior a simple vista permitiría deducir que el proveído revisado merece confirmación, sin embargo, para esta Corporación la sanción en este caso no debe operar por lo que se pasa a explicar:

Si bien las irregularidades (dilataciones excesivas de términos, silencios sepulcrales, entre otras) en el presente asunto fueron la hoja de ruta de la entidad accionada, es lo cierto que el infinito número de solicitudes que debe tramitar, es circunstancia que se convierte en justificante para impedir la sanción cuando al final de todo se le dio cumplimiento a la decisión de amparo (se emitió la resolución No. 27359 del nueve (9) de septiembre de dos mil cinco -2005-).

En la sentencia T-421/03 M. P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, la Corte Constitucional manifestó:  

…la imposición o no de una sanción dentro del incidente puede implicar que el accionado se persuada o no del cumplimiento de una sentencia. En efecto, en caso de que se inicie el incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desacatado lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia. 

En caso de que se haya adelantado todo el trámite y resuelto sancionar por desacato, para que la sanción no se haga efectiva, el renuente a cumplir podrá evitar ser sancionado acatando. (Se resalta)

Dado que se dio cumplimiento al fallo sin que hubiera adquirido firmeza la sanción tutelar, el Tribunal considera adecuado revocar el proveído consultado porque como también lo dijo el máximo Tribunal en esta materia en la citada providencia: la finalidad del incidente de desacato no es la imposición de la sanción en sí misma, sino la conminación para el cumplimiento de la sentencia, lo que aquí en verdad se ha dado.

La Sala -se insiste- no desconoce que en lo relacionado con la petición elevada por el ciudadano DÍAZ CALDERÓN no hubo la diligencia y cuidado en primer término en dar adecuada respuesta a las peticiones hechas directamente por el actor y, en segundo lugar, al fallo de tutela y al incidente que con motivo de su incumplimiento se inició; sin embargo, por lo que se adujo, no podemos olvidar que ese actuar irregular obedeció a múltiples inconvenientes administrativos, que si bien han sido reiterativos en asuntos de esta naturaleza y que ameritan un estudio de fondo por parte de las directivas de la entidad accionada, se presume ahora que no acontecieron por actitudes mal intencionadas o dolosas (por lo menos ello no se demostró). Ha dicho la jurisprudencia: “...Desde el punto de vista subjetivo, la responsabilidad de quien ha dado lugar a ese incumplimiento debe ser deducida en concreto...” 
 

Sin desconocer por tanto el buen proceder del funcionario a quo, en este momento la decisión carece de eficacia y debe ser revocada.

4.- DECISIÓN 

Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de  Decisión Penal, REVOCA la decisión proferida por el señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira que fue objeto de consulta. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                           VICENTE RODRÍGUEZ FEO

       JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

  Secretario de la Sala

�  Corte Constitucional. Sentencia T 766 de diciembre 9 de 1998. M.P. José Gregorio Hernández G. 
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